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LA NULIDAD DE COSA JUZGADA FRAUDULENTA 

y EL AMPARO CONTRA RESOLUCIONES 

JUDICIALES: 

El objeto del presente artículo 

es dilucidar si la nueva tigm·a 

procesal civil introducida por 

el legislador en el Código 

Procesal Civil (CPC) llamada 

nulidad de cosa juzgada frau-

dulenta (NCJF), normada en 

el artículo 178" del menciona-

do cuet·po legal, constituye 

una vía paralela a la acción de 

amparo contra resoluciones 

judiciales; y, de ser así, si esta 

vía paralela es idónea para 

proteger eventuales derechos 

constitucionales violados. 

De otro lado, a partir de la 

cuestión planteada, se analiza-

rán otros temas periféricos y 

se esbozarán algunas reflexio-

nes complementarias. 
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1 . LAS VÍAS PARALELAS 

Siguiendo a Samucl /\had. en el derecho procesal cons­
titucional' se entiende por vías paralelas a toda uccir!n. n 

todo procedimiento judicial distinto al u m pum. muliunte 
el cual se ¡){(ede obtener la ¡¡mfcccir!n del derecho umsti­
tucionul l'lllncrwlo o i/11/e!W:udo ( 1 SllJO: 144). Agrega que 
existen presupuestos para que una vía judicial pueda sn 

calificada como paralela a la vía del amparo, cuaks son: 
a) perseguir el mismo fin que el amparo, h) invocaci<ín de 

los mismos hecho.s y e) que las partes en conllicto sc~mlas 

mismas (lhidem: loe. cit ). 

El concepto de vías paralelas ha sido adoptado de la 

experiencia argentina. pero a diferencia de ésta, donde el 

amparo es de car<Íeter residual o extraordinario si es que 

paralelamente una vía JUdicial adecuada para prokgcr el 
derecho comtitucional vulnerado), en el caso peruano la 

jurisprudencia ha determinado que "'ante la vulneraci6n o 
amena,:a de vulneraciún de un derecho fundamental, el 

quejoso puede optar t:ntre seguir la vía JUdicial ordinaria' 
o emplear la sumarísima acci<ín de garantía" (ABAD 

llJlJO: 145). Y finalmente, si se opta por la vÍ<l paralela, ya 

no se puede actuar vía el amparo.' 

Configuramos así, grosso modo, el concepto de vías 

paralelas y los alcances que tiene en el ordenamiento jurí­

dico nacional. 

2. EL AMPARO CONTRA RESOLUCIONES JUDICIALES 

Conforme al artículo 200", inciso 2 de la Constituci(m,' 

la acci<Ín de amparo es una garantía constitucional que 

procede contra el hecho u omisión, por parte de cualquier 

autoridad. funcionario o persona que vulnera o amcna;:a 

los derechm fundamentales reconocidos en la Constitu­

ci6n, excepto el derecho a la lihertad individual y los dcrt:­

chos constitucionales conexos, que son protegidos por la 

acción de haheas corpus. De otro lado, el mencionado pre­

cepto scfiala que el amparo no procede contra resolucio­

nes judiciales emanadas de un procedimiento regular. 
Pues hien, en principio debemos determinar cu;íl es el 

dnecho constitucional vulnerado en este caso. Para esto 

dchemos apreciar que estamos en el contexto de un proceso 

judicial violatorio de un derecho fundamental, cual es el 

derecho al debido proceso como manifestación del derecho 

Para Fix Samudio, el derecho procesal constitucional se ocupa del estudio de los 
Instrumentos de solución de conflictos derivados de la aplicación de las normas de 
la Constitución (1994 86) 
De acuerdo al ordenamiento procesal Civil. las vías JUdiCiales ord1nanas serian los 
procesos de conoclm.lento, abreviado, sumarís.1mo. etc 
Articulo 6°. inciso 3 de la ley 23506, ley de habeas corpus y amparo 
Este inc1so ha sido modificado por la ley de reforma consf¡tuclona/26470, publica· 
da el lunes 12 de jun1o de 1995 en el dm1o of1c1al «El peruano" 
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a la tutela jurisdiccional efectiva 

-que detallaremos más adelante-. 

De esta manera, deb~ quedar claro 

que no se intenta d~fender el dere­

cho que fu~ objeto de la pretensión 

en el proceso judicial cuestionado, 
aunque aquél haya sido un derecho fundamental (por ~j~m­

plo, el derecho de propiedad), ya que con r~lación a la de­

fensa de este derecho ya se optó por la vía judicial ordinaria 

(paralela al amparo) para su salvaguarda, resultando impro­

cedente que nuevamente se intente defender este derecho 
mediante esta acción de garantía, como si se tratara de un 

"amparo-casación", que no consagra nuestro ordenamiento. 

Lo que sí se protege con el amparo es el derecho a la 
tutela jurisdiccional efectiva, derecho fundamental diferen­

te al derecho objeto de la pretensión del proceso cuestiona­

do, que comprende, según el autor español González Pérez, 

el derecho al acceso a !ajusticia (derecho de acción), el de­

recho al debido proceso legal una vez que se ha accedido al 

órgano jurisdiccional mediante el derecho de acción y, en 

tercer lugar, la plena efectividad de los pronunciamientos de 
una sentencia luego de ser emitida. En suma, este derecho 

lündamental comprendería tres momentos distintos: el ac­

ceso a la jurisdicción, el debido proceso y la eficacia de la 

sentencia ( 1 080:44).' García Belaúnde concretiza más es­

pecíficamente el contenido del debido proceso legal (que 

es, como hemos visto, una manifestación del derecho a la 

tutelajurisdiccional efectiva), considerando sólo protegibles 

los aspectos básicos para que un proceso sea considerado 

regular, de tal modo que la comisión de una irregularidad 

sea de tal magnitud, que comprometa el resultado del proce­

so, es decir, "que corrigiendo tal irregularidad fundamental 

el resultado sería distinto" (1001:73). Para este autor, los 

aspectos del debido proceso serían: el derecho a >er deman­

dado adecuadamente, apersonarse, ofrecer y actuar pruebas, 

instancia plural y juez natural (lbidem: 75). Vemos que no 

incluye a la inmutabilidad de la cosajuzgada, ya que aseve­

ra que el contenido del derecho al debido proceso legal no 

comprende todas las llamadas garantías de la administra­
ción de justicia (lbidem: 72)," entre las cuales se incluye la 

inmutabilidad de la cosa juzgada. Agrega, finalmente, que 

la intangibilidad de la cosa juzgada está condicionada por la 
regularidad del proceso (es decir, que se cumplan los ele­

mentos básicos del debido proceso legal) (lbidem: 77-7'11.). 

• 1\sL en síntesis, creemos que el principio de inmutabili-

dad de la cosa juzgada no forma parte del contenido e>en-

cial del derecho a la tutela jurisdiccional efectiva. 

Por otra parte, este derecho fundamental a la tutela 

jurisdiccional efectiva está consagrado en el artículo 130", 
inciso 3 de la Constitución. A nue>tro entender, por una 

inadecuada técnica jurídico-constitucional, está mal ubi­
cado en la Carta. debiendo pertenecer al grupo de dere­

chos fundamentales de la persona (título 1, capítulo 1 ). ya 

que no se trata de un principio ni de un derecho de la fun­

ciónjurisdiccional,7 capítulo -por lo demás- perteneciente 

al título IV referido a la estructura del Estado. 

De otro lado, existe el problema de clímo compatibili­

zar este derecho fundamental con el principio de la inmu-

Debemos notar que se incluye al debido proceso dentro de la tutela jurisdiccional 
efec!Jva, a diferencia del artículo 139°, inciso 3 de la Constitución que los menciona 
en fonna separada. A nuestro entender el debido proceso es una manifestación 
del derecho a la tutela junsdJccional efectiva. tal como lo plantea González Pérez, 
aun cuando García Belaúnde identifica a la tutela jurisdiccional sólo con el derecho 
de acc1ón (1991:77) 
El autor se re!Jere al artículo 233º de la Constitución de 1979. que equivale al actual 
ar1iculo 139° de la Constitución de 1993, refendo a los principios y derechos de la 
func1ón junsdiCCIOnal. 
En todo caso exist1ria un deber de protección de este derecho por el órgano juris­
diccional 

labilidad de la cosa ju;gada (artículo 1 _10", inL·iso 1.'\ de la 

Constitución). Para Abad, existe un ap<lrente conflicto de 

normas de un mismo rango, postulando que el amparo 

contra resoluciones judiciales vendría a .ser una exccpcilín 

constitucional al principio de la cosa Jlllgada. 

Por nuestra parte, creemos que la in>titucilÍn de la cma 

juzgada tendría el mismo rango que el derecho constituuo­

nal a la tutela jurisdiccional efectiva sólo cuando la primera 

constituya también un derecho fundamental. Y a nuestro 

entender sólo puede concebir>e a la cosa ju1.gada como un 
derecho fundamental cuando e:-temos ante una resolución 

judicial que absuelva a un inculpado en el <ímhito penal. En 

efecto, esto lo podemos deducir de lo dispuesto en las nor­

mas internacionales sobre derechos humanos de las cu<lics 

el Perú es parte obligada:' así, tanto el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos (artículo 14", inciso 7) como 

la Convención Americana sobre Derechos 1 lumanos (artí­

culo 8", inciso 4), mencionan que un inculpado que haya 

sido absuelto por una sentencia firme no pmlrj ser nueva­

mente jm:gado por el mi>mo delito o por los mismos he­

chos.'' Según O'Donnell ( 1 0XH:77), estas nornla> .se rci'ie­

rcn al principio non his in idclll o 1cs iudicu/u (cosajll/.g:ldal. 
Entonces, la cosajuzgada se CllllO>tituirL¡ en un derecho hu­

mano en el caso de garanti1.ar la eficacia de la .sentencia 

absolutoria de un delito. 

De esta manera, salvo el caso mencionado, J.¡mmutahi­

IIdad de la cosajuzgada no sería un derecho fundamental. 

Creemos, más bien, que se trata de un presupuesto de segu­

ridad Jurídica del lírgano judicial para cumplir más 

eficientemente el ejercicio de su funci\m. No puede tratarse 

de un derecho subjetivo comtitucionaL ya que la cosa JUZ­

gada postula una verdad legal, no absoluta y, por lo t<mlo 
opinable y, eventualmente, inju>ra para L1 parte vencida en 

un proceso.'" Debemos alherti r que "J.¡ verdad JUrídica no 

preexiste en forma íntegra o indllumc" (TRi\ZEGNIES 

1980:202), por lo que la scntenci<l e> u m verdad construida 

y no la >implc demostracitín de una verdad primigenia que 
se encuentra oculta (lbidcn1: loe. cit).De otro lado. el ('(,di­

go Procesal Civil tamhiénconsagr:1 el pnncipio de inmuta­

bilidad de la cosaju1.gada, mn el límite en las viulacitll1Cs 
señaladas en el artículo 178" (artículo 12.\'' in fine). 

En conclusión. \Obre e>tc punto podemos decir que la 

cosajuzgada, instrumento de ejercicio cficic'nte de la i'un­
ciónjurisdiccionaL tiene un límite (como todo instru\llen­

to de funcionamiento del Estado) en el respeto a los dere­

chos fundamentales de J¡¡ persona. (~.sta es, a nuestro 

entender, la adecuada relación que debe exi.\lir entre el 

derecho a la tutela jurisdiccional efectiva y el principio de 

la inmutabilidad de la cosa juzgada. 

Finalmente, dos cuestiones adicionales: en pnmcr lu­

gar, es obvio que si exi>tc una violación del derecho funda­
mental mencionado, la rcsoluci(m judici<d que emane de 

este pnKeso sercí irregular, con lo cual con una interpreta­

ción contrario .1msu, superando así la re.striccilín del artí­

culo 200", inciso 2 infinc de la Comtitucilín, podemos al'ir­

mar que el amparo en este caso siempre será procedente si 

la violación se da, pero es necesario probar esta violación. 

ya que debe pre>umir>e la regularidad de todo proceso judi-

Estamos en el entendido que dichas normas siguen ten1endo rango constJ!UCIOnJI 
aun cuando alguna doctr1na l1ene pos1c1ones contranas Etl respecto Sobre el par­

ticular. ver el articulo de Fab1an Novak """"-='"""'"'-'--"'-'"""''""""""'L""~~'-""" 
publicado en la rev1sta Agenda mrerna,crona> 
tUllO-diCiembre de 1994. p p 71-94 

El Pacto lntemac1onal de Derechos Civiles y Poi1!1COS incluye a las personJs con­
denadas 

1 O Y s1 finalmente llegáramos a la conclusión de que lo decid1do en ela.rnbito procesal 
constitucional es también una verdad relatiVa. tal vez deberíamos prelenr una ,ver 
dad constitUCional" a una "verdad legal" 

Ih:-:IEL SoRJ.\ lx.J.h 



ci~il. En segundo lug~1r, la pcr;,ona que realiza el acto viola­

torio. y que en la relación jurídico-procesal constitucional 

;,er:1 el demandado. es la autoridad judicial, y esto concuer­
d~l con la parte pertinente de la Con;,titución que habla de 

"autoridad" en general que vulnera o amenaza los derechos 

fundamentalc;, de la persona, sin hacer di;,tinción entre au­

toridades JUdiciaks, políticas, etc. (AHAD ]l)g1\:41 ). 

3. PARALELISMO CON 

LA NULIDAD DE COSA JUZGADA FRAUDULENTA 

3. l. Antecedentes 
COUTURE nos h;¡bla en sus l:'srudios df.' derecho pm­

ccsul ci1·i/ de la revocación" de la cosa juzgada fraudulen­

t~l. como un~\ extensión al campo del derecho procesal civil 

de los principios de la acci(m pauliana en el campo civil 

( 1070: 111, 416). Se tr~llarí;¡ así de un negocio fr;¡udulcnto 

rc~ilizado con instrumentos procesales ( lbidem: 111, 415 ). 
En tal sentido. asevera que esta acción revocatoria scílo puede 

ser ejercida por los terceros acreedores de una de las partes 

~~quienes perjudica dicho fraude procesal (lbidem: 111, 412). 
Este instrumento proce:-al tiene su origen en el dere­

clm romano, llegando a la normatividad moderna a través 
del derecho castellano (ihidem: 111, 40X-40')). y con retra­

so :1 nuestro ordenamiento _¡urídico, tal como lo afirma 
/\NI)LILAR ( I<J55:Br,¡ 

3.2. ¿Acción o recur.\'0? 
La nulidad de cosa Juzgada fraudulenta (NCJF) estü 

nonnada en el artículo 171\'', título VI. sección tercera del 

('(ldigo Procesal Civil. Para advertir si esta figura consti­

tuye un~l vía paralela a la accicín de amparo o tan sólo es 

ur; simple recurso m:ís dentro de un proceso judicial, que 

f¡·anquea el ordenamiento procesal civil, hay que e:-tablc­

cer jusumentc si estamos ante una acción o ante un recur­

so judicial. En este sentido. de acuerdo a la enciclopedia 
¡urídica Omeha. la acción es el acto jurídico proce:-.alque 

rncoa el proceso ti 054: 1.207 ), mientras que el recurso es 

un actn Jurídico mediante el cual la parte que se considera 

perjudicada o agraviada por una resolucirín judicial pide 

la reforma o anulaciún total o parcial de la misma. diri­

giéndose para ello a un tribunal de mayor cmícter jerár­

quico y generalmente colegiado. Se agrega que el recurso, 

por .su naturaleza. es e;,éncialmente un acto JUdicial dentro 

del desarrollo del proceso ( 1054: XXIV. 136). 
Esta dil'crencia es importante, ya que ;,i estamos ante 

un r·ecurso enttlnccs la NCJF ya no sería una vía paralela 

~~~amparo contr~1 resolucionesjudiciales sino tan sólo un 
requisito previo'' para poder actuar mediante un amparo 

luego de emitida la resolucitín final, por violaciones al 

ckrecho al dehido proceso. Esto puede también deducir­

se de la lectura del artículo 10" de la ley 25301\. norma 

que complementa las disposicione:- de la ley 23506 -ley 

de habeas corptLs y amparo-, que nos dice que las ano­

malías que se cometan dentro de un proceso regular de­

hc·n n:nti lar.se y reso!l·er:-e mediante el ejercicio de los 
recursos que· las normas procesales establecen. Así. esta­

mm. pues. ante una acci(lll. ya que la NCJF se pmtula 
con posterioridad al l'cnecimiento de un proceso previo 

con cm~1 JU/gada. ;\dem~ís, el artículo 17S" del Código 

Procesal Civil nos habla de entablar una demanda. que 

se incoa mediante una acción y no un recurso. y a través 

11 El autor disltngue entre revocación y anulactón La primera supone un acto formal­
mente vál1do y sustancialmente InJusto La anulacion supone un acto formalmente 
viCIOSO y sustancialmente InJusto (1979 111. 403) A nuestro entender, los supues· 
tos de dolo. !raude, colus1ón y atectaCion al debido proceso. al ser todos finalmente 
v1olac1ones al derecho a la tutela JUriSdiCCional etect1va. 1mpl1carían tanto actos de 
revocac1on como de anulacion tal como lo defme Couture. por lo que el térm1no 

de una vía procedimental particular (el proceso de cono­
cimiento) que puede no coincidir con la vía procedimental 

del proceso anterior que se pretende cuestionar. 

3.3. Fin u objeto de la accián 
Esta accicín tiene como finalidad que se declare nula 

una sentencia" cuyo proceso que le dio origen ha sido 

seguido con dolo, fraude, colusión o afectando el derecho 

a un debido proceso, cometido por el juez, por una o am­

bas partes o por alguna de éstas conjuntamente con el jue/ .. 

Vemos, pues, que no obstante que nuestra lcgislaci<Ín pro­

cesal civil habla de cosa JUZgada fraudulenta. se incluyen 
otros supuestos adicionales al fraude. En hase ~1las dcfini­
cione:- aportadas en el artículo de ANDULAR ( I005:B7). 
el fraude implicaría un engaiío consciente para producir 
un dar1o: el dolo hace referencia a un error o engaiío pro­

vocado intencionalmente. en este caso dentro de un pro­
ceso judicial; y la colusión haría rel'crencia a un convenio 

entre dos o más personas con el objeto de engaiíar o perju­

dicar a un tercero. Debemm tener presente que estos en­

gar1os intencionales -característica común a los tres ca­

~os- tienen una finalidad en el contexto anali/ado: dichas 

conductas tienen como finalichld que la sentencia falle en 
un sentido favorable a lo-. autores de estas conductas. De 

esta manera. si con estas conductas ha sido posible collSe­

guir en una sentencia un resultado tal que sin estos enga­

r1os el resultado hubiera sido distinto, estaríamos ante una 
violación al derecho al debido proceso. 

Así, en algunos casos. la vulneración de este derecho 

fundamental es el resultado final de cualquier acto de dolo. 

fraude o colusión dentro de un proceso. Por lo tanto. exis­
te coincidencia entre la NCJF y el amparo contra resolu­

ciones judiciales en lo relativo a que persiguen el mismo 

fin: proteger el derecho constitucional en mención que ha 
sido violado. Podemos decir también que se dan a la vez 
los mismos supuestos de hecho de la violaci<Ín, ya que en 

ambos procedimientos se actúa como consecuencia del 

mismo proceso judicial violatorio. con lo que tenemos una 

segunda coincidencia. 

3.4. Partes 
En la NCJF puede dem<mdar la nulidad la parte o el 

tercero ajeno al proceso que ;,e consideren directamente 

agraviados por la sentencia. En el caso de los terceros en la 

accicín de amparo, el artículo 25" de la ley 253<JR permite el 

apersonamiento de terceros con legítimo interés en la reso­
lución del amparo, no estableciéndose la posibilidad de que 

éstos puedan actuar vía esta accicín de garantía contra una 
resolución emanada de un proceso en el cual no fueron par­

te, por supuestas violaciones a su derecho al debido proce­

so. Aquí cabe preguntarse ccímo se puede violar el derecho 

al debido proceso legal de un tercero ajeno a un procedi­

miento judicial. En realidad. podría existir una violación en 

el ca:-o que el juez no le permita apersonarse al proceso. Por 

el contrario, no se daría una vulneración del derecho en 

cuestión :-i el tercero no se entercí de la existencia del proce­

so irregular que lo perjudicaría sino has u después de emiti­
da la .sentencia, ya que nunca exigirí su derecho a a personarse 

al proceso. a presentar pruebas, etc. Sí existirían en este 

caso. en cambio, conductas fraudulentas o dolo de las par­

tes o de éstas y el juez con el objeto de causar un daiío a un 

tercero, pcm dichas conductas no traen como consecuencia 

violar su derecho al debido proceso sino tan sólo causarle 

"nulidad" que define a la institución bajo estudio comprendería ambos supuestos 
1nd1SI1ntamente. Hacer. pues, una dist1nc1ón, resultaría algo ar1il1cioso en este caso 

12 No hablamos aquí de vías previas ya que éstas se refieren a lo regulado en los 
artículos 27" y 28" de la ley 23506 

13 También dice el artículo que se puede declarar nulo un acuerdo de partes homolo­
gado por el juez, que pone f1n al proceso 

La nulidad de coso ju~gada jim{(/ulen!a r el Wllf}{l/'0 col/Ira resoluciones jwlicia!f.'s 
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un pet]Uicio de otra índole patrimo­

niaL por ejemplo. De esta manera, 
en este último supuesto desarrolla­

do, el de un tercero petjudicado en 

un proceso pero sin que éste sepa 

de su existencia. sólo sería proce­
dente interponer una nulidad de cosa juzgada fraudulenta, 

ya que el proceso que le dio origen fue seguido con fraude. 

dolo o colusión. pero no trajo como consecuencia una vul­
neración del derecho fundamental mencionado. 

De otro lado, la acción se dirigirá con el 6rgano que 
emitió la resolución. Y esto debe ser así aun en el caso de 

que las conductas violatorias hayan sido real intdas por una 

o ambas partes, ya que en caso contrario -si. por ejemplo. 

la parte o el tercero agraviado se dirige hacia su contrapar­

te. o contra una o ambas partes respectivamente-. estaría­

mos creando una suerte de recurso adicional para resolver 

la litis del proceso cuestionado. 

Tenemos, en síntesis, que la tercera coincidencia para 
establecer si un determinado proceso judicial constituye una 

vía paralela a la acción de amparo, cual es la identidad de las 
partes en conllicto. en el caso del amparo contra resolucio­

nes judiciales, el agt·aviado sólo puede ser una de las partes 

en el proceso cuestionado o el tercero ajeno al proceso que 

no se le permite apersonarse para ejercer su derecho de de­

fensa -violándose una manifestación de su derecho a la tu­

tel<tjurisdiccional el'cctiva-y el demandado es el órgano ju­

risdiccional que emitió la resolución: y en el caso de la accit'm 

de nulidad de cosaju~:gada fraudulenta. el agraviado puede 
ser tanto una de las partes como también el tercero aJeno al 

proceso que pueda ser petjudicado con la resolución. aun­
que haya conocido de la sentencia que lo perjudica con pos­
terioridad. siendo también el demandado -al igual que en el 

amparo- el órgano judicial que la emitiú. Así. en el \u pues­

to del tercero pctjudicado que no se apersonó al proceso 

irregular por no conocer de su existencia, creemos que la 

NCJF no se constituiría en una vía paralela al amparo. En 

los demás casos, al cumplirse los tres presupuestos analiza­

dos, Lt NC JF sí \Cría una vía paralela al amparo. teniéndose 

la opción de elegir entre una y otra. en forma excluyente. 

No obstante lo expresado, creemos necesario no ter­

minar nuestro análisis aquí. sino también apreciar otros 
aspectos relacionados con estas acciones. 

4. ÜTRAS CUESTIONES 

4. J. Plazo de interposición de la acción 
El artículo 1 7'!1." del Código Procesal Civil prescribe 

un plaw de seis meses para ejercer la acción respectiva, 

luego que la sentencia haya sido ejecutada o haya adquiri­

do la calidad de cosa ju1.g~tda si no fuera ejecutable. En 

cambio, la acción de amparo. en general. tiene un plazo de 

caducidad de sesenta días h:íbiles desde que se prodtl/ca 
la afcctaciún si el intnesado se hallaba en la posibilicLtd 

de interponer la acción, o desde el momento que el impe­
dimento para hacerlo haya desaparecido (artículo J7" de 

la ley de habeas corpus y amparo) 

Vemos. pues, que el plaw de la acción de garantía es 

más breve que el de la NCJF; en este sentido. ambas ac­

ciones serían vías paralelas por un pla10 determinado (se­

senta días h:íbiles). Sin embargo, este paralelismo no ne­

cesariamente se daría desde que se emitiera la resoluci(Hl 

judicial violatoria, ya que en el caso de la NCJF el pla1.0 
'i¡!ue corriendo aunque el agraviado no esté en posibili­
dad de actuar. lo que no sucedería en el mismo supuesto 

con la acción de amparo si el afectado no está en la postbi-

lidad de interponer esta acción. Por esto. incluso podrían 

no constituirse en vías paralelas si es que el impedimento 

para actuar en el amparo fuera mayor a seis meses. En e siL' 
sentido. si se quisiera optar por la vía paralela de la NCIF 

pero el agraviado se encuentra impedido de hacerlo por sí 

mismo. podría hacerlo en su nombre cu:tlquier persona 
mediante la procuraci(ín oficiosa. normad:t en el artículo 

X 1 ".inciso 1 del Código Procesal Civil. 

4.2. Competencia 
por la materia y por el grado 
En el caso del ampaw. en gener:d, la competencia por 

la materia se da en el ámbito civil. Y. específicamente. 

para el caso de amparos contra resoluciones JUdict:de' e' 
competente por el grado la s:tla civil de turno (artículo 20" 
de la ley de habeas corpus y amparo). De otro lado. la 

NCJF es una figura procesal civil. por lo que la cumpcten­

cia por la materia será también civil, y la competencia por 

el grado la cjercer:i el jue/. especiali;ado en lo civil. ya que 
al tramitarse esta acTilÍn en la vía del proce'o de conoci­

miento. es competente este órgano judicial en virtud de lo 
dispuesto por el artículo --1-75" del Código Procesal Civil. 

Profundizando la cuestión de la competencia pm el gra­

do, creemos que es importante determinarla adecuacLunen­

tc, ya que una violación al derecho a la tutelajunsdiccional 

efectiva no s(Jlo puede provenir de un juez de primer:¡ 111\­

tancia sino también de Jo-. \'(Jcalcs de alguna ,ala de l:t\ 

cortes superior o suprema. A-.í rc,ientc al principio de jerar­

quía. que impediría un adecuado desarrollo cir:l juc1.quc \'C 

la cama. el hecho que éste tenga que revisar un;t deci.,i(ín de 

sus superiores. con las consecuentes JXesiones y p:lrci~liida­

de-. que esto implicaría. Este problema se resuelve parcial­
mente en el amparo. donde es competente por r:lll'lll del 

grado la sala civil de turno de la Corte SUJKTior respectiv:t. 

cuando la akctación se migine en una urden judici:tl (artí­
culo 20" de la ley de h:1beas corpus y amparo). !'ero la tHlr­

ma no se refiere a los casos en que la violaci('Jn se' ekctCte en 

una 'ala superim o suprema.'·' De otro lado. en el caso de: la 

NC.IF, el jue/ compctentL' serí:1 el jue1. civil. 

Al regularse esta accirí11en la vía del proceso de cono­
cimiento (artículo 475" del C(ídi¡!O Procesal Civil). lo que 

deja más dudas en ca-.o de que la violaci(ín se real ice por 

las instancias jmlici:tles superior o suprenta. Así. ante esta 
incertidumbre. creemos que debiera existir una nmma cumo 
el artículo S 11" del Ct'Jdigo Procesal Civil. tdcrida a la 

competencia por el gradu en el pwceso ck rc,pons:tbili­

dad civil de lus jueces, que a la letra dice: 
"Cuando la responsabilidad se atribuya a un JUez civil. juez de 

paz letrado o juez de paz, es competente la sala civil de turno del 
distrito judicial correspondiente. La sala civil de la Corte Suprema 
es competente respecto de la responsabilidad atribuida a los voca­
les de la propia Corte Suprema y de las cortes superiores." 
En este sentido, lo prescrito en la norma seihtla -.cría 

pertinente de establecer también para cktermtnar la ulm­
pctencia por el grado en el caso de la NC.ll'. y -.imilar prc-.­

cripcirín también complementaría lo e\tahlccido para el 

caso del amparo contra resoluciones judiciales. con la di­

l'crencia que Ulll(Jcería de las violaciones cometid:~s por 

los vocztlcs superiores Lt -.ala de det·echo constttucion~tl y 
social de la Corte Suprema. y las violaciones comcttd<ts 

por lm vocales de ésta última podría ser analiznda pur el 

Tribunal Constitucional como instancia única. 

14 del Tribunal ConsltlucJOnal, ha derogado táCitamente los re· 
cursos de ante la Corte Suprema en las élCCIOnes de garontia que se llliCien en 
pnmera ¡nstanc1a reemplazándolos por el recurso extraord1nano Jnte el Tnbunal CortS\1-
tuclono.l que se 1nterpone contra bs resoluc1ones de la Corte En el C<iSO cJ¡:¡ 
amparos contra resoluc1ones ¡udlciales, que se IniCian ante la Corte cwn ei 
recurso de apelac1ón ante la sala consliluc¡onJI y soc1al de lil Corte Suprema y poster1or 
mente el recurso extraord1nano mencl0n8do contra la resolunón deneqz,tona de esta 
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4.3. Vía procedimental y plazos procesales 
L1 NCJF. como ya mencionamos, se tramita en la vía 

del proceso de conocimiento, proceso que tiene etapas con 

pLuos l'Xlensos. En c:unbio, el amparo es un proceso ex­

peditivo por naluralcl.a, adecuado para protqrerefica/men­

te los derechos lündamentalcs de la persona. Sin embar­

go. dada la peculiaridad del derecho a proteger en este 

caso, 1 ' los términos pueden di !atarse, produciéndose una 

"ordinari1aciún" de este proce.so conslill!cional. Es nece­

.sario, pues. que se conciba un plazo adecuado p:1ra la pro­

tección más cl'ie<ll. de este derecho fundamemal en parti­
cular, que. en el caso de la NCJF podría establecerse, por 

ejemplo. a través del proceso abreviado, y en el caso del 

amparo debería aplicarse prudencialmente lo prescrito en 

el artículo 1 T' de la ley 2'i3'JX, presentando las pruebas 

necesarias para probar la violación. 

4.4. Medidas cautelares 
En la acción de NCJF sólo pueden concederse medi­

das cautelares inscribibles. Esto súlo es procedente en el 

caso de bienes o derechos inscribibles. como -por ejem­

plo- en el embargo en forma de inscripciún (artículo 6'i(l" 
del CPC) o en la <I!Wlaciún de la demanda en los registms 

públicos (artículo 673 del CPC). respectivamente. En cam­
bio. la medida cautelar en el amparo consiste en la sus­

pcnsiún del acw que dio origen al reclamo (artículo 31 de 

la ley 23.'i06), es decir. una medida cautelar innovativa en 

los términos del CPC. Somos de la opini1ín que en el caso 

de la NCJF debería proceder la interposiciún de una medi­

d:! innovativa que suspenda la cl'icacia de la sentencia, ya 

que ésta es el origen del agravio. 

5. APROXIMACIONES EN TORNO A LA FINALIDAD DEL 

LEGISLADOR SOBRE LA CREACIÓN DE LA NCJF 

A nuestro entender, la NCJF es introducida por ellcgis­

Lidor en el nuevo ordenamiento pmcesal civil como res­

puesta a la dcsnaturalil.aCi(Ín del uso del amparo contra rc­

solucionesjuclil'iales en los tribunales peruano.s. Por ejemplo. 
en un Ll¡Jso de cuatro ai1os (de diciembre de 1 CJX2 a diciem­

bre de 1 CJX(J) se emitieron 1 X3X resoluciones de amparo 

(entre el Poder Judicial y el hoy extinto Tribunal de Garan­

tías Constitucionales). de las cuales el 'iXJX'X fueron por 

procesos contra resoluciones judiciales: y de este porcenta­

Je en s(,Jo cuatro fueron declaradas fundadas en el Poder 

JudiCial y súlo ocho fueron casadas en el TGC (/\8AD 

1 0XX:57). Así. este mal uso de esta acci1ín de garantía pro­

\'OC<Í su rcch:v.o por Li.Judicatura, creándose la NCJF como 

un proceso menos expeditivo que el amparo para poder de­

cidir adecuadamente en torno a una violación del derecho a 

la tutelajurisdiccionalei'cctiva por parte de un magistrado. 

No obstante ello, el agraviado siempre puede recurrir al 

amparu, por lo que la solución al mal uso de esta acciiÍn de 

garantía también debe consistir en un esfuerzo jurispruden­

cia! por est;~blecer claramente en qué supuestos se \·iola el 

derecho a la tutela jurisdiccional e!Cctiva y en cu:ílcs otros los 
litigante;, perdedores en un proceso judicial quieren tener una 

instancia adicional para que declaren fundada su pretensión. 

6. CoNCLUSIONES 

a) La NCJF constituye una vía paralela a la acción de am­

paro contra resoluciones judiciales, al verilicarse los tres 

presupuestos para que sea 1·alificada como tal: a) persi­
gue el mismo fin que el amparo contra resolucionesju-

15 Debemos advert1r que la s<Jia respect1va debe mínimamente of1c1ar al juzgado o 
tnbuna.l respect1vo para que le rem1ta los autos del proceso cuestionado y anal1zar 
dd10 expediente parCJ. encontrCJ.r las supuestas v1olac10nes 

diciales, cuales la defensa del derecho al debido proce­

so. manii'cstaci\Ín del derecho a la tutela JUrisdiccional 

cl'ectiva. derecho fundamental que está por encima del 
principio de inmutabilidad de la cosa juzgada, salvo 

cuando ésta se constituye a su vez en un derecho funda­

mental en el caso de sentencias penales absolutorias, en 

cuyo caso se da un conflicto entre derechos fundamen­

tales que el juez debe evaluar con más cautela: b) se 

configuran los mismos hechos para ambos procesos, en 

tanto que se actúa como consecuc1Kia del mismo pro­

ceso judicial que viola el mencionado derecho fumla­

mental.quc es el mismo en ambos casos: y e) las parte.s 

en conllicto son las mismas. siendo el agraviado con la 

violacicín la parte del tercero con legítimo interé> ;¡J cual 

se le denegiÍ el apersonamiento al proceso para ejercer 
su derecho de dcl'ensa, y el demandado elórg:mo juris­

diccional que cmiti1í la resolución violatoria. no se da 

una vía paralela en el caso de los terceros perjudicados 

con la sentencia que no ejercieron su derecho de dekn­

sa al conocer con posterioridad la existencia de un pro­

ceso irregular que los perjudicaba. En este caso, existe 

un perjuicio producto de fraude, dolo o colusión, pero 

estas conductas no v10bn fina! mente el derecho del ter­

cero al debido pwceso. 
h) La NCJF es una acciiÍn. en tanto incoa un proceso nue­

vo diferente al proceso que se cuestiona. no siendo un 

recurso más del mismo. 
e) Con relación a la competencia por el grado. en ambas 

acciones no se salva el problema de la jerarquía exi;,­

lenle entre los órganosjurisdiccionales que por cuestio­

nes de "respeto al superior·· puede quitar imparcJalid:id 

al proceso promovido contra una autoridad judicial de 

mayor Jerarquía. Por esto. sugerimos la inclusi(m dL' una 
norma similar al artículo 'i 11" del Cúdigo Procesal Ci­

vil en el caso de la NCJF. Y en el caso del amparo, las 

violaciones ekctuadas por vocales superiores deben ser 

vistas por los \·ocales supremos, y las de éstos por el 

Tribunal Constitucional. 

dl La vía del proce.so de conocimiento es in:1decuada par;¡ 

la sw,lanciación de la acciún de NCJF, ya que los pla­

zos son muy extensos y esto, e\entualmente. puede ser 

inclicaz para la proteccitín del derecho fundamental en 

cuestión. De otro lado. la particularidad de la finalidad 

del proceso en el amp:1ro hace factible que puede J'úcil­
mente "ordinari1.arse". Por esto creemos. en síntesis. 

sobre este punto. que para L'i caso de la NCJF. ésta debe 
scntenci~w;e en una vía m~ís expeditiva que el proceso 

de conocimiento -por ejemplo. el proceso abr.cviado-, 

y en el caso del amparo debe a pi icarsc prudencial mente 

lo prescrito en el artículo 13" de la ley 2530X. donde el 

juez puede admitir la presentaciún de determinadas prue­
kis sin dilatar términos. en atención a la particular si­

tuación de las resoluciones JUdiciales. 

e) En la acción de NCJF, debería proceder, al igual que 

en el amparo, una medida cautelar innovativa, ya que 

es la sentencia J'¡·audulenta el ori¡2en de los perjuicios 

para la p:1rtc agraviada. 
1') La NCJF fue creada, a nuestro entender. como un co­

rrectivo al m:li uso del amparo contra resoluciones ju­

diciales por parte de los litigantes. Sin embargo. una 

soluciiÍnlegal como ésta no es el principal remedio a un 

problema que debería resolverse _¡urisprudencialmentc 
mediante un criterio maduro y coherente por parle de la 

magistratura al elaborar sus sentencias, concretizando 

el contenido esencial del derecho a la tutela jurisdiccio­

nal e!Cctiva. ID&SI 

Lu nulidad de cosa ju~gado Jim{(/ulentu \'el {1/1/f!{{/'0 con/m resoluciones judiciolcs 


